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JURISPRUDENCIA ECUATORIANA SOBRE DIVORCIO (*) 

DR. JUAN LARREA HOLGUIN 

AMBITO DE ESTE TRABAJO 
El presente estudio pretende exponer cual ha sido la 

interpretación dada por la Corte Suprema del Ecuador a las leyes sobre 
divorcio, a través de sus sentencias, desde el año 1902 en que entró en 
vigencia la Ley de Matrimonio Civil y Divorcio hasta la presente. 

Procuraré señalar las líneas más notables de la evolución 
jurisprudencial sobre el tema indicado, y me referiré a algunos 
aspectos especiales como la competencia, la representación en juicio 
de los hijos de los cónyuges divorciantes, las causales de disolución 
del vínculo, los conflictos con otras acciones como la de nulidad o la 
de separación. 

Para esta investigación he tenido presente toda la jurisprudencia 
publicada en la Gaceta Judicial desde el indicado año en que se 
implantó en Ecuador el divorcio, y, además, todas las sentencias —
publicadas o inéditas— dictadas por nuestra Corte Suprema en los 
últimos cuatro años. Muchas de esas sentencias inéditas las. he 
resumido y publicado en 
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“Fichero Jurídico Ecuatoriano”, editado por la Corporación de Estudios 

y Publicaciones, y me remitiré a dicho instrumento en adelante. 

LINEAS GENERALES SEGUIDAS POR LA JURISPRUDENCIA. - 

La primera observación que se impone se refiere simplemente al 
número de casos conocidos y resueltos por la Corte Suprema. Para a- 
preciar esto, hay que tener en cuenta que, durante los primeros años, todas 
las causas de divorcio tenían necesariamente tres instancias, es decir, que 
subían indefectiblemente hasta la Corte Suprema por disposición de la 
Ley, pero desde el año 1935, pueden resolverse definitivamente estos 
juicios en una o dos instancias, ya que no es obligatoria la tercera 

instancia ni hay consulta al Supremo Tribunal. Esto debía’ hacer 
disminuir el número de causas falladas por la Suprema. 

Sin embargo, los datos son sorprendentes y alarmantes: el número 
de juicios de divorcio es cada día más numeroso. Resulta sorprendente 
constatar que, desde 1902 hasta 1910 apenas se dieron ocho sentencias 
de divorcio, es decir, un término medio de una por año. Esto da una clara 

medida de la absoluta impopularidad de una Ley que no fue pedida por 
la opinión pública sino implantada por un congreso de origen fraudulento 
y contra todo el sentir nacional y las convicciones de un pueblo 
eminentemente católico. 

Pensemos que, en Francia, por ejemplo, cuando se reimplantó el 

divorcio en 1887, el número de matrimonios disueltos el primer año de 

vigencia la ley, llegó casi a 200.000, en un país de población 

aproximadamente de 25 millones. El Ecuador a principios de este siglo 

tenía más o menos la décima parte de habitantes que Francia, o sea unos 

dos y medio millones, a lo que correspondería, guardando la proporción 

un número de divorcios como de veinte mil en un año, y solamente hubo 

un divorcio por año en la primera década de vigencia de la Ley. 

Es razonable pensar que en los primeros años puede haber más 
divorcios, cuando existe una corriente fuerte de opinión pública 
favorable a esa institución, detenida por las leyes que no reconocen el 
divorcio. Podríamos decir que, al abrirse la compuerta, las aguas salen 
al principio con mayor violencia, para luego apaciguarse su ímpetu. 
Pero sucedió exactamente lo contrario en el Ecuador. Nadie deseaba 
el divorcio y lo implantó el Legislador para casos verdaderamente de 
excepción. 
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Entre los años 1910 y 1920, redondeando cifras, fue creciendo 
lentamente el número de divorcios hasta alcanzar un término medio 
de veinte por año. Aun así estamos en la milésima parte de los que 
habrían correspondido en proporción a los habidos en Francia, país al 
que tanto han imitado nuestros legisladores. 

El fenómeno de este crecimiento lento en la segunda década de 
vigencia de la Ley debe apreciarse mejor, considerando dos variantes 
de suma importancia. En primer lugar, las reformas legales de 1904, 
1910, 1911 y 1912, ampliaron considerablemente las “facilidades” 
para el divorcio, sea aumentando el número de causas legales, sea 
permitiendo un nuevo matrimonio sin mayor espera (el plazo se redujo 
de diez años a dos y luego a sólo 300 días y únicamente para la mujer, 
pudiendo el varón pasar de inmediato a nuevas nupcias), y mediante 
otros arbitrios procesales que hicieron más económico y sencillo el 
trámite. Todo esto respondía a una política legislativa 
lamentablemente desviada de soca- bar las bases de estabilidad de la 
familia. Por otra parte, la institución del divorcio por mutuo 
consentimiento, vigente desde 1911, debía hacer disminuir los juicios 
en contradictorio, porque muchas veces, se plega la voluntad del 
cónyuge agraviado a aceptar una disolución por mutuo 
consentimiento, que evita escándalos mayores, aunque realmente no 
haya deseo de divorciarse. Y sin embargo, creció, si bien lentamente 
el número de divorcios, como queda indicado. 

La década más alarmante fue la siguiente. El año 1938 se llega 
a la cifra descomunal que se aproxima a los dos mil divorcios. Esto 
tiene también su interpretación en hechos históricos: las leyes de 
1937, favorecieron en forma inaudita el divorcio, hasta el punto de 
que casi no se requería trámite judicial, bastando una declaración ante 
un funcionario administrativo de ínfima competencia y categoría para 
precipitar en pocas horas la ruina de un hogar. Aunque estas leyes se 
reformaron más tarde, en 1940 y en 1958, sin embargo, la avalancha 
de divorcios ya se formó, y la lenta deformación de la conciencia 
social fue haciéndose cada vez menos lenta, sin que las restricciones 
legales de los indicados años 1940, 1958, ni las últimas de 1970, 
hayan podido contener el proceso de desintegración de la familia. 
Según el censo nacional del año 1950, vivían en el Ecuador 6.536 
divorciados, y diez años más tarde esa cifra estaba más que duplicada. 

Actualmente se calcula que la población del Ecuador se acerca a 
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los 7 millones, y el número de causas de divorcio que conoce la Corte 
Suprema cada año, está por alrededor de 300 por año. Pero esta cifra 
debe ponderarse con las consideraciones ya apuntadas: muchas causas 
se resuelven en inferiores instancias; muchos matrimonios se 
disuelven por mutuo consentimiento y en estos juicios como es obvio 
rarísima vez se llega hasta la Suprema. 

El crecimiento de este fenómeno social es, pues, realmente 
alarmante. Se ha cumplido en Ecuador la regla, observada en muchas 
partes del mundo, de que el divorcio llama al divorcio; de que una vez 
establecida la posibilidad de romper el vínculo, cada vez resulta más 
fácil atentar contra él, porque, como decía Auguste Compte “la sóla 
idea del cambio ínsita”. 

Para apreciar con más exactitud los datos anteriores, se debe 
tener en cuenta que en Ecuador desde 1902 hasta 1935 además del 
divorcio existió la posibilidad de la separación conyugal sin ruptura 
del vínculo; ese año se suprimió la segunda posibilidad, y se 
restableció, con el nombre de “separación conyugal judicialmente 
autorizada” el año 1958. De modo que, en los últimos quince años, a 
pesar de que los cónyuges disponen de este otro remedio jurídico para 
solventar sus situaciones difíciles, a pesar de que pueden recurrir a la 
separación legal, sin embargo, emplean cada vez más el divorcio. 

¿Cuál ha sido la actitud de la Corte Suprema ante estos 
fenómenos? —En líneas generales, podemos afirmar que el Supremo 
Tribunal interpretó con rigor las leyes de divorcio en los primeros 
años, y progresivamente ha evolucionado hacia una actitud más 
condescendiente. Una mayor facilidad de obtener el divorcio en la 
Suprema se nota desde u- nos diez años a esta parte. Sin embargo, en 
honor a la verdad, debe decirse que el Supremo Tribunal en todas sus 
Salas, y con rarísima excepción, a través de los criterios de todos sus 
Ministros ha considerado como una cuestión de importantísimo 
interés público el mantenimiento de la estabilidad del hogar. Ha 
debido aplicar las leyes favorables al divorcio, muy a pesar de esa 
convicción de los más ilustres juristas ecuatorianos que ejercen 
justicia en su más alto foro. 

La Corte ha defendido la estabilidad del matrimonio recurriendo 
a varios expedientes. Por una parte, ha estudiado con minuciosidad la 
validez de los juicios y ha declarado frecuentemente la nulidad de 
ellos 
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cuando han existido razones para ello. Por otra parte, el análisis de las 
pruebas ha sido generalmente riguroso y exigente; si bien en este 
aspecto se nota últimamente una mayor relajación. 

En cambio, resulta muy notable que a pesar de que el Código de 
Procedimiento Civil ordena que el Juez ha de procurar en la audiencia 
de conciliación reconciliar a los divorciantes y si esto no es posible, 
persuadirles de que recurran más bien a la separación conyugal, 
rarísima vez - del todo excepcional se logra uno u otros objetivos. 

Otro aspecto que cabe destacar es que la Corte Suprema debe 
resolver en reunión plenaria de todos sus Ministros, cuál sea la 
correcta interpretación de la Ley, si se produce el caso de sentencias 
contradictorias en puntos de derecho, de dos o más de sus Salas, y tal 
resolución del Tribunal en pleno, tiene fuerza obligatoria general hasta 
que el Legislador de otra norma. Pues bien, esta facultad ha sido muy 
escasamente usada por la Corte, y en materia de divorcio solamente 
se ha pronunciado sobre ciertos aspectos de Derecho Internacional 
Privado que habían sido diversamente resueltos por sus Salas. Existen 
otros importantes puntos en los que se han producido contradicciones, 
y nada a resuelto el Tribunal en pleno. Para ejemplo, valga éste: Una 
sentencia de la 4a. Sala, de 20 de octubre de 1970 declara la nulidad 
de todo lo actuado a partir de la contestación de la demanda, por 
cuanto no se ha nombrado ni posesionado el curador del hijo menor 
de edad, ni se ha contado con él, en todo el juicio de divorcio de sus 
padres (Ficha B 400); en la misma línea está la sentencia de la 3a. 
Sala, de 11 de julio de 1972, que declara la nulidad porque se ha 
nombrado curador a cuatro hijos, pero no a un quinto hijo del cual no 
se ha hecho mención en la demanda, y que consiguientemente no ha 
estado representado en el juicio de divorcio de sus padres (ficha 858); 
en cambio, con pocos días de diferencia, el 11 de septiembre de 1972, 
resuelve la 2a. Sala de la Suprema, que no hay motivo para declarar 
la nulidad si en el divorcio de los padres no se nombra y no interviene 
curador de los hijos menores de edad, ya que éstos no son parte del 
juicio aunque tengan interés en él (ficha 844). He aquí un punto que 
debería dilucidarse y resolverse, en forma obligatoria, eliminando la 
duda que queda planteada por la jurisprudencia contradictoria. 

Hay otros casos de contradicción, pero menos claros; es decir, 
en los que la cuestión diversamente opinada no parece ser de puro 
dere- 
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eho, sino que más bien afecta a la apreciación de los hechos. 

Uno de los importantes asuntos resueltos por el Tribunal en 
pleno es el siguiente: “Que no pueden inscribirse las sentencias de 
divorcio concernientes a matrimonios celebrados en el extranjero y 
por extranjeros, por no existir en el Registro de Matrimonios la partida 
correspondiente a tales matrimonios, a cuyo margen debería anotarse 
la sentencia” (Resolución obligatoria del 23 de septiembre de 1955). 
Otra importante resolución, y de más práctica y frecuente aplicación, 
fue incorporada después por el Legislador al Código (Art. 149, hoy 
129) y dice así: “Cuando uno de los cónyuges fuere ecuatoriano, no 
podrá anularse ni disolverse por divorcio el matrimonio contraído en 
el Ecuador, sino mediante sentencia pronunciada por jueces 
ecuatorianos”. 

¿Hay Litis pendencia si en un anterior juicio se ha demandado 
aduciendo otra casual de las muchas que se enumeran en el mismo 
artículo del Código como motivos para el divorcio (Art. 132, hoy 
109)? . En algún caso se ha declarado que sí hay Litis pendencia. 
Pienso que más acertada ha estado en este aspecto la Sala que ha 
resuelto en el sentido contrario: no hay Litis pendencia porque falta la 
identidad de causa (sentencia 118 de 19 de marzo de 1970: Ficha B 
246). 

Un gravísimo problema respecto del que también se habían 
presentado sentencias contradictorias fue recientemente resuelto por 
el legislador, sin que precediera un pronunciamiento plenario de la 
Corte Suprema. Me refiero al caso de los cónyuges con separación 
conyugal judicialmente autorizada que haya durado más de diez años, 
y después de la reforma de 1968, que haya durado más de cuatro años, 
ya que se rebajó el plazo de separación. La Ley se refería a la 
“separación ilegal”, de modo que, mal podía pensarse que los 
cónyuges autorizados por el juez para separarse pudieran tomar pié de 
esa separación que no es ilegal, sino “judicialmente autorizada” para 
pedir el divorcio; sin embargo contra la más lógica interpretación y 
contra la mayoría de las sentencias, se llegaron a dictar algunas en 
sentido adverso, es decir que aún esa separación permitida por la Ley, 
podía ser causa de divorcio si duraba diez años (antes de 1968) o 
cuatro años (después de 1968). La reforma más reciente, la de 1970, 
en la que intervine muy activamente, estableció que la separación 
conyugal puede ser causa de divorcio, pero solamente después de 
quince años de producida y de haber durado sin interrupción, es decir, 
sin reconciliación de los separados; por consiguiente 
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no queda ni duda que antes de dichos quince años, sólo la separación 

realmente “ilegal”, y no la judicial, es fundamento para el divorcio (Ver 

fichas 305 y 573). Si se presentan simultáneamente juicio de divorcio y 

de separación debe tramitarse primeramente el de separación (Ficha B 

1137). 

Un punto establecido por la jurisprudencia, sin contradicciones, y 
desde los primeros años, fue que para intentar el divorcio se requiere en 
primer lugar probar que existe matrimonio. Ahora bien, en los comienzos 
del divorcio en el Ecuador, se trataba de disolver el vínculo civil 
contraído mediante matrimonios celebrados ante la autoridad eclesiástica 
y en forma canónica, entonces la dificultad de la prueba de que había 

matrimonio surgía con frecuencia (Ver por ejemplo Gaceta Judicial Serie 
V, No. 27, p. 580), y podía haber un criterio más o menos estricto en la 
apreciación de las pruebas de la existencia del vínculo civil. (Cfr. Gaceta 
Judicial Serie IV No. 161 p. 1288). 

En el divorcio por mutuo consentimiento, punto de especial 

controversia fue durante mucho tiempo el relativo a si cabía acoger la 

demanda en segunda o tercera instancia si uno de los cónyuges se 

arrepentía y desistía de su deseo de divorciarse, o bien por el contrario, si 

habría de exigirse el consentimiento perseverante hasta la última 

instancia, por parte de ambos cónyuges (aunque el litigio suba de grado 

por otras razones, por ejemplo por disputa sobre la situación en que deben 

quedar los hijos, o por cuestiones de índole patrimonial). Finalmente se 

ha informado la jurisprudencia en este último sentido, de forma que, si 

uno de los dos cónyuges desiste, en cualquier estado del juicio, éste 

termina, ya que el mutuo consentimiento debe ser perseverante, hasta el 

último estudio procesal. (Cfr. Gaceta Judicial Serie III, No. 34 p. 1502;

 Serie III, No. 202, p. 2852; Serie IV No. 135, p. 1083; 

Serie V, No. 46, p. 1055; Serie V, No. 47, p. 1077; Serie V, No. 64, p. 

1389; Serie V, No. 108, p. 2573; Serie V, No. 118, p. 2859; Serie IX, No. 

2. p. 224). 

Otro asunto largamente disputado, en torno al divorcio por mutuo 
consentimiento fue el relativo a si tenía competencia para declararlo el 
juez que no fuera el del domicilio de ninguno de los cónyuges. Varias 
sentencias de la Suprema declararon nulo el juicio seguido ante un juez 
incompetente por razón del domicilio (Cfr. Gaceta Judicial Serie V, No. 
64, p. 1389; Serie V, No. 70, p. 1663; Serie V, No. 70, p. 1665; Serie 
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V, No. 73, p. 1718; Serie V, No. 81, p. 1843, etc.). 

Varias sentencias unánimemente han declarado la nulidad del 
juicio por mutuo consentimiento, en el caso de menor o menores de 
edad que hayan actuado sin el respectivo curador que los representara 
(Cfr. Gaceta Judicial, Serie II, No. 148, p. 1881 Serie IV, No. 19; Serie 
V, No. 50, p. 339; Serie V, No. 58, p. 1295; Serie V, No. 120, p. 2892, 
etc. 

Con fundamento en la ley entonces vigente, se aceptaba una 
especie de conversión del juicio de divorcio por las causales de ley en 
divorcio por mutuo consentimiento, cuando el demandado se allanaba 
a la demanda, burlándose así las demás formalidades exigidas para el 
caso específico del divorcio por mutuo consentimiento. Ahora lo 
prohíbe expresamente la ley, ya que se exige que aún en el caso de 
allanamiento a la demanda, se debe abrir el término de prueba y es 
preciso justificar la existencia de una o más causas; así, pues, aquella 
jurisprudencia ha quedado superada y no me detengo en detallarla. 

LAS CAUSALES PARA EL DIVORCIO 

Se abrió la puerta al divorcio en el Ecuador en 1902 por una 
única causal: el adulterio de la mujer; el Congreso del año siguiente 
ya propuso una reforma, que entró en vigencia en 1904, y que 
agregaba a la primera, otras tres; en 1910 se enumeraban ya doce 
causales; en 1935 se incrementaron notablemente, aunque 
continuaban repartidas en doce numerales, con las sucesivas reformas 
llegaron a ser 13 numerales (ediciones del Código de 1950 y de 1960), 
y finalmente en 1970 se suprimieron dos de las más injustas causales 
y se agregó una, la ya mencionada d« la separación judicialmente 
autorizada que dure quince o más años, de modo que actualmente 
tenemos en el Art. 109, doce causales para el divorcio. En realidad, 
son más, porque en cada numeral se configuran a veces más de una 
sola situación jurídica. ¿Qué vigencia real, qué aplicación, tienen estas 
abundantes causales de divorcio? 

Resulta sorprendente el comprobar que, mientras el Legislador 
se empeña en buscar y encontrar nuevas y más rebuscadas causales 
para el divorcio, el buen sentido del pueblo, el sentido del honor y de 
la dignidad, han hecho que no se empleen la mayor parte de ellas. En 
más de setenta años, hay algunos de los motivos legales para el 
divorcio que no se han alegado en ningún juicio, por lo menos, de 
cuantos han llegado 
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hasta el conocimiento de la Corte Suprema. 

Precisamente una de las razones que expuse en 1970 para lograr 
la eliminación de ciertas causales para el divorcio fue precisamente 
este efectivo repudio por parte de la opinión pública, de los mismos 
interesados en el divorcio; y la Comisión Legislativa admitió dicha 
razón, por lo menos en dos casos: el de “impotencia o deformación 
orgánica que volviere imposible la procreación” y, “el hecho de 
arriesgar uno de los cónyuges habitualmente en juegos de azar valores 
más o menos cuantiosos con relación a la fortuna”. Respecto de lo 
primero, apenas conozco de un juicio que haya llegado a tercera 
instancia (Sentencia de 13 de de marzo de 1970, que desecha la 
demanda, Ficha 91); y respecto del juego no conozco ni un caso para 
muestra, en casi tres cuartos de siglo. 

Otras causales han sido raramente usadas: el adulterio, (Cfr. 
Fichas B 415, 514, 681,775, 809 B 1103), y la sevicia (Ficha B 776). 
En cuanto a la apreciación de la prueba del adulterio se nota un 
progresivo menor rigor por parte de la Corte Suprema: en las primeras 
sentencias se suele desechar la demanda por falta de testigos que 
puedan afirmar de modo muy directo e inequívoco el hecho del 
adulterio; más tarde se han admitido indicios, pruebas indirectas, 
testimonios de convicción moral. Una vez más se comprueba la regla 
del relajamiento progresivo en estas materias una vez que se ataca los 
principios mismos. 

Las causas más socorridas son dos: las injurias graves que 
manifiesten una actitud hostil y falta de armonía entre las dos 
voluntades, y la separación ilegal de los cónyuges. A veces se 
demanda conjuntamente por estas dos razones, o en algunos raros 
casos, combinándolas con el adulterio o con otra causal, como 
amenazas contra la vida. 

La apreciación de la prueba y la apreciación de la gravedad de 
las injurias, es aquello en lo que la jurisprudencia ha aportado más 
valiosos elementos. Citemos algunos casos interesantes: 

Una sentencia de la 3a. Sala declara que no hay injuria grave 
cuando un cónyuge recrimina, incluso con violencia, al otro por razón 
de la conducta inmoral que lleva, y dice que esto puede ser 
precisamente “en guarda de la tranquilidad y armonía del hogar” (18 
de marzo de 1969, Ficha 100). Un elevado sentido de justicia y un 
laudable afán de custodiar la moralidad familiar inspira dicha 
sentencia. 
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Cuando las injurias son mutuas, generalmente se ha resuelto que 
no hay motivo para el divorcio, porque se extingue la causal por 
compensación. (Cfr. 2a. Sala 25 de abril 1969, ficha B 158; 15 de 
enero de 1973, de la misma Sala, Ficha B 924, etc.). Pero en algún 
caso, la gravedad de las injurias se ha derivado precisamente del hecho 
de ser recíprocas y constantes, sin que pueda establecerse claramente 
quien sea el culpable. Lo cierto es que, en asunto tan delicado, ¿quién 
podrá ser el testigo idóneo, y quién el juez imparcial que pueda 
determinar la culpabilidad de un cónyuge? ¿No podríamos decir más 
bien que siempre hay algo de culpa por parte de ambos? 

La jurisprudencia exige también por regla general que se 
precisen las circunstancias exactas de las injurias, con la 
determinación del lugar y el tiempo, la presencia o no presencia de 
otras personas, y en qué consistió la injuria (por ejemplo, B 1099, B 
1192, 1203, 1134). A veces se reproduce en las sentencias los dichos 
injuriosos o se describen los golpes u otros actos agraviantes. Todo 
ello queda por escrito, en documentos públicos, a la luz pública, para 
baldón y deshonra no sólo de los infelices cónyuges sino también de 
sus más infelices hijos. Mucha crueldad hay en todo esto. Pero, por 
otra parte, ¿cómo podría el juez dictar su sentencia si no descendiera 
a esos pormenores? Es que la crueldad está en la institución misma 
del divorcio, y no se la puede soslayar ni en una forma ni en otra. 

Una sentencia de la Sala rechaza el divorcio porque los cónyuges 
que se habían injuriado gravemente se separaron al poco tiempo de 
casados; no hubo el tiempo necesario para que aprendieran a tolerarse, 
para que llegaran a acomodarse sus temperamentos dispares. (Juicio 
143, sentencia de 7 de mayo de 1970, Ficha B 284 y B 387 Sent. 226: 
6—VI—70). Pero en algún caso se considera la gravedad de las 
injurias se manifiesta en el hecho de que los cónyuges no hayan 
podido soportarse ni siquiera en los primeros meses del matrimonio 
habiendo procedido a una pronta separación. 

La tercera Sala rechazó una demanda por injurias graves, 
aduciendo que lo que debió demandar el actor era el divorcio por 
adulterio, es decir por otra causa (Cfr. Ficha B 301, sentencia 70, 5 de 
marzo de 1970), en cambio, la 4a. Sala ha resuelto que la infidelidad 
de una mujer que llegó a inscribir un hijo engendrado fuera de 
matrimonio, constituía el mejor indicio de la falta de armonía de las 
voluntades de los 
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dos cónyuges, y aceptó el divorcio por injurias (Cfr. Sentencia 31 de 
14 de febrero de 1973, Ficha B 992). 

La Segunda Sala ha sentenciado reiteradamente en el sentido de 
que las injurias, para considerarse como causa de divorcio, deben 
“producir escándalo social”, o deben ser tales que “se tema que se 
agraven”. (Cfr. Sentencia 531 de 20 de diciembre de 1972, Ficha B 
914; Sentencia 523 de 14 de diciembre de 1972, ficha B 911, etc.). 

Otro punto en el que no existe uniformidad en la interpretación 
de la Ley y de los hechos, es aquel que consiste en considerar que la 
separación de los cónyuges impide las injurias graves y frecuentes 
(porque no pueden injuriarse estando ausentes), o, bien considerar que 
la misma separación manifiesta la “falta de armonía de las dos 
voluntades”, por efecto de las injurias, y que ese estado de separación 
significaría una injuria más, una injuria permanente. (Cfr. por 
ejemplo, Fichas B 506, B 926, B 982, etc.). 

Por lo menos en dos sentencias de la 2a. Sala se hace mención 
expresa de algo muy importante, y que debería siempre exigirse: la 
prueba del “ánimo de injuriar”, puesto que no basta que se hayan 
empleado palabras duras, o se hayan tenido actitudes externas 
violentas, sino que unas y otras deben manifestar la “actitud hostil” 
(Cfr. B 498, B 499). Sentencias del 9 y del 21 de julio de 1971). 

No se admite tampoco como causa de divorcio las injurias 
irrogadas por otras personas, aunque uno de los cónyuges hubiera 
podido impedirlas, por ejemplo, las de un suegro o suegra; ni tampoco, 
aquellas que han consistido en hechos aislados o separados entre sí 
por largos intervalos de tiempo; ni las consistentes en el ejercicio de 
un derecho, como el de demandar alimentos (Cfr. B 174, B 867, B 
927, B 982, B B 1044, B 1060, B 625, B 842, etc.). 

Sin embargo, de todas estas determinaciones jurisprudenciales, 
queda un inmenso campo para la incertidumbre, la inseguridad y el 
veleidoso comportamiento de los cónyuges: queda un abismo abierto 
bajo los pies de los cónyuges, un temor constante por la seguridad y 
la tranquilidad de los hogares, una amenaza puesta por la misma ley, 
que afecta también y no en menor medida a criaturas inocentes, como 
son los hijos, principalmente si son menores de edad. 
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El punto en que resulta más abundante la jurisprudencia es aq-tel 

del divorcio por separación ilegal. Para no cansar la atención del lector 

diré simplemente que aquí se han presentado numerosas dudas; ¿quién es 

realmente el cónyuge agraviado: ¿el que abandona el hogar tiene siempre 

la culpa, o puede ser él mismo la víctima? ¿cuándo la separación es “con 

total ruptura de las relaciones conyugales’? Aún los términos de la ley 

han variado sucesivamente sobre este tópico, buscando inútilmente una 

redacción precisa. 

El hecho de que el cónyuge que abandonó el hogar, vuelva a visitar 
a sus hijos, a veces se ha considerado como un indicio de reconciliación 
que interrumpiría el plazo para conseguir el divorcio, en otros fallos no 
se considera así. 

La separación obligada por circunstancias de trabajo o profesión, 

como en el caso de los militares, no se considera generalmente causa de 

divorcio. Pero como los términos de la ley son tan absolutos, y la puerta 

para el divorcio está abierta, cada vez se hace más fácil justificar lo 

injustificable. 

La prueba de la separación misma, presenta también numerosas 

dificultades, que pueden apreciarse en la abundantísima jurisprudencia 
publicada sobre ello en el Fichero Jurídico (Cfr. B 39, 100, 161, 213, 247, 
305,426, 553, 606, 845, 869, 929, 936, 962, 999, 1000, 1063, 1118, 
1141). 

En conclusión, y dejando de lado otros interesantes asuntos como 

los de la situación de los hijos, la división de los bienes, aspectos 

procesales, etc., podemos observar que el divorcio en el Ecuador, 

instituido contra todo el sentir moral, religioso y de dignidad natural del 

pueblo se ha ido abriendo paso, propugnado por unas leyes trasplantadas 

sin razón valedera de países de muy distinta moralidad y cultura. Los 

esfuerzos nobles de la Corte Suprema por interpretar rectamente tan 

desatinadas leyes se han estrellado contra la dificultad de desenmarañar 

preceptos en buena parte imaginados por el legislador en la fantasía pura, 

ajena a la vida y a la tragedia de los hogares. Las contradicciones de la 

jurisprudencia, no resueltas aún, crean mayor incertidumbre e 

inseguridad. En una palabra, desquiciados los principios de la unidad e 
indisolubilidad del matrimonio, se ha producido una tremenda confusión 

que de ninguna manera se puede calificar de adelanto jurídico, ni de 

venta- 
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ja social, ni de perfeccionamiento moral, ni de valor positivo alguno. 

PONENCIA: Las primeras Jornadas recomiendan a los jueces y tribunales una 

aplicación estricta de las leyes sobre divorcio, con miras a proteger así la 

estabilidad de la familia, célula fundamental de la sociedad. 


